	Río Gallegos, 17 de febrero de 2012.- 

Y VISTOS: 

Los presentes autos caratulados: "SÁNCHEZ CARLOS DOMINGO C/ TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA PROVINCIA DE SANTA CRUZ S/ DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA", Expte. Nº S-658/09-TSJ, venidos al Acuerdo para resolver; y 

CONSIDERANDO: 

Voto de la Dra. Mercau: 

I.- Que llegan los presentes autos a conocimiento de este Tribunal Superior de Justicia, para resolver acerca de la admisibilidad de la demanda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo -Ley Nº 2600-.- 

Que a fs. 26/31, se presentan los apoderados de Carlos Domingo Sánchez, iniciando formal demanda en lo contencioso administrativo contra el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz ".con dominante relación al expediente Nº 109.827-GOB-07, que tramita por ante el mencionado organismo, donde efectuara oportuna presentación, en la que peticionara, la liquidación final de sus haberes, como consecuencia de haber cesado como Vocal del Tribunal de Cuenta [sic] de la Provincia; solicitud que se denegara ilegítimamente en flagrante violación de sus derechos adquiridos o intereses jurídicamente tutelados de nuestra parte. Todo ello con costas a la demandada." (confr. fs. 26). Agrega que ".La pretensión encuentra fundamento en cuanto el artículo 40 de la Ley 2600, establece que: ‘La acción contencioso-administrativa podrá tener por objeto para su resolución:. b) el restablecimiento o reconocimiento de una situación jurídica individualizada o un derecho vulnerado, desconocido o incumplido, o de un interés jurídicamente tutelado y la adopción de las medidas adecuadas para la plena reposición de la misma’." (confr. fs. cit.).- 

Explica que en el marco del expediente Nº 109.827-GOB-07, el 27 de Noviembre de 2007 se dictó el Decreto Nº 4009/07, a través del cual se procedió a aceptar, a partir del día 1º de diciembre de 2007, la renuncia al cargo que desempeñara como vocal del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz.Asimismo, menciona que el Tribunal de Cuentas ".a través de las áreas técnicas, procede a confeccionar la suplementaria por la cual se realiza la "liquidación final" que le corresponde percibir al Sr. Sánchez, tarea ésta normal y usual ante la desvinculación definitiva de todo agente público." (confr. fs. 26 vta.), expresa que ".Los rubros que integran dicha ‘liquidación final’, -y que es objeto de reclamo por la presente acción-, claramente se identifican con dicha suplementaria y se corresponden a los siguientes ítems salariales: a) Sueldo Anual Complementario 2da. Cuota proporcional por cinco (5) meses., b) Pago de Licencias no Usufructuadas Ejercicios 2003, 2004, 2005, 2006, 2007., y c) Diferencias de Haberes mes de Noviembre." (confr. fs. cit.).- 

Pone de manifiesto que la ".suplementaria es remitida por el Tribunal de Cuentas al Departamento Sueldos y Ajustes de la Contaduría General de la Provincia, la que procede a requerir información complementaria respecto de las licencias pendientes de usufructo por nuestro representado, específicamente los respectivos instrumentos legales de postergación de las mismas." (confr. fs. cit.), que la Dirección de Recursos Humanos del Tribunal de Cuentas, agrega a las actuaciones administrativas ".las Resoluciones Nº 470-P-04; 019-P-05 y 005-P-07 de la Presidencia del Tribunal de Cuentas, por las que se le otorga y suspende por razones de servicios, las licencias correspondientes a los años 2003, 2004, 2005 y 2006." (confr. fs. cit.).- 

En ese marco, destacando el tiempo transcurrido desde que debió haberse hecho efectivo el pago de la liquidación final, remite ".a la Presidencia del Tribunal de Cuentas con copia de dicha misiva a los Sres. Vocales, que en el carácter de Organismo Empleador- disponga el abono de las sumas adeudadas con significativa morosidad, otorgándose calidad de pronto despacho al presente reclamo, la cual se registró como receptada en dicho Organismo con el número 545/08." (confr. fs.cit.).- 

Explica que la Contaduría General de la Provincia, a través de las áreas correspondientes, se ".pronuncia favorablemente respecto de la liquidación practicada y requiere al Tribunal de Cuentas confeccionar la Orden de Pago por los siguientes rubros: SAC proporcional 2da. Cuota año 2007, Diferencia Haberes mes de Noviembre/07 y tramitar la apropiación al presente ejercicio de la licencia proporcional año 2007. Respecto al pago de licencias no usufructuadas de los años 2003, 2004, 2005 y 2006 requiere que se adjunten medios alternativos de pruebas que certifiquen la efectiva prestación de servicios, con sustento en lo normado en el art. 8 inc. c) del Dto. Nº 917/81, que prescribe que las ‘licencias podrán ser transferidas parcial o totalmente al año siguiente no pudiendo aplazarse por más de un año’." (confr. fs. 26 vta./27), y que ".La disquisición en torno de dicha exigencia, motivó la intervención nuevamente de la Dirección de Personal del Tribunal de Cuentas y posteriormente la Procuración Fiscal del Tribunal de Cuentas, quien luego de analizar tal cuestionamiento, entendió que las Resoluciones emanadas oportunamente por la Presidencia del Tribunal de Cuentas tiene entidad suficiente para acreditar los extremos invocados en ellas, en virtud que los actos administrativos emanados de autoridad competente se presumen ciertos y legítimos, siendo aplicable al caso de autos la Ley 1.172 para Autoridades Superiores de Provincia, y no el Dto. Nº 917/81 que es aplicable a los agentes y funcionarios que se rigen por la Ley Nº 591." (confr. fs. 27). Y agrega que ".Esta conclusión, es válido recalcar fue compartida plenamente por las Autoridades del Tribunal de Cuentas, quienes hicieron propio el dictamen de la Procuración Fiscal de dicho organismo, remitiendo nuevamente las actuaciones a la Contaduría General de la Provincia para la continuidad del trámite de pago de la liquidación final practicada a nuestra parte.No conforme con ello, el ministerio de Economía y Obras Públicas requiere dictamen al Fiscal de Estado de la Provincia máxima autoridad jurídica en el ámbito administrativo, siendo sus dictámenes vinculantes para todos los servicios jurídicos que conforman la Administración, quien obviamente dictaminó conforme a derecho, compartiendo el pronunciamiento de la Presidencia del Tribunal de Cuentas en su nota Nº 278-SG-08, pronunciándose finalmente porque se dé cumplimiento al pago total de las liquidaciones reclamadas por el C.P.N. Carlos Domingo Sánchez." (confr. fs. cit.).- 

Menciona que, no obstante la posición asumida por el Tribunal de Cuentas ".lamentablemente no se ha visto reflejada en actos administrativos concretos, puesto que al día de la fecha no se le ha procedido a abonar la liquidación final." (confr. fs cit.); razón por la que ".tuviera que cursar sendas Cartas Documentos, posterior al reclamo administrativo efectuado en carácter de pronto despacho, a la Presidente del Tribunal de Cuentas, la primera de ellas con fecha 2 de Mayo de 2008." (fs. cit.), la que fue respondida por el organismo rechazando los términos, pero haciéndole saber que el reclamo ".tramita por Expediente Nº 109.827-GOB-07, que se encuentra diligenciándose, y que el día 15 de mayo de 2008 se remitió a la Contaduría General de la Provincia dicho Expediente, adjuntándose la documentación que complementa a la ya glosada a fs. 15/18 a los efectos de prosecución del trámite." (confr. fs. 27 vta.). Y agrega que ".No obstante, la claridad conceptual de la última parte de dicha carta Documento.habiendo transcurrido un plazo nuevamente más que prudencial, nuestro mandante se ve obligado a efectuar una nueva intimación a los fines que se le proceda a cancelar las sumas adeudadas que dan cuenta su liquidación final. Esta nueva intimación se materializa por Carta Documento Nº 945579099 de fecha 09 de Diciembre de 2008." (confr. fs.cit.).- 

Por último, indica que luego de haber transcurrido ".un plazo absolutamente holgado -18 meses- y no habiendo obtenido al día de la fecha respuesta favorable alguna, es que nuestro mandante se ve en la necesidad de incoar la presente acción judicial en salvaguarda de sus derechos constitucionales." (confr. fs. 28).- 

En la presentación de fs. 42 y vta., la parte actora expresa que ".tomamos conocimiento que en autos se ha remitido por la parte demandada, Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz, la causa administrativa Nº 109.827-GOB-07.", y que ".conforme lo dispuesto en el artículo 57 de la ley provincial 2.600, venimos a adecuar y ampliar la presente demanda a fin de resguardar el derecho constitucional de propiedad de nuestro representado, peticionando en consecuencia a V.E., que en oportunidad de hacer lugar a la demanda deducida, condenando al Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz por ilegitimidad en la denegación al pago de la liquidación final como se solicita, sea también con más sus intereses moratorios, a la tasa activa que fija el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de descuento de documentos comerciales, desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago." (confr. fs. 42).- 

A fs. 49/52, se presenta el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz, representado por el Dr. Fernando Pablo Tanarro, apoderado a tal efecto por el Señor Fiscal de Estado, contestando la demanda incoada por la actora.- 

Expresa en su responde, que ".luego del cumplimiento de requisitos exigidos por el Departamento de Contaduría, con fecha 3 de marzo de 2008, se remitió definitivamente -para su pago- los actuados, al Departamento de Sueldos y Ajustes de la Contaduría General de la Provincia.Como se puede observar, este Organismo a través de las dependencias que tomaron intervención en el Expediente Administrativo Nº 109.827-GOB-07, emitió Resolución favorable al reclamo formulado por el actor en relación con las licencias no gozadas correspondientes a los per íodos 2003 a 2007, como así también 2da. Cuota de SAC y Diferencia de haberes de noviembre de 2007. Ello es fundamental, por cuanto no existe acto administrativo que deniegue o haya rechazado expresamente el requerimiento del administrado, y consecuentemente con ello, no se encuentra habilitada la vía judicial, por ausencia de uno de los requisitos básicos, esto es "DENEGATORIA EXPRESA". Así, la presente acción debe rechazarse ipsu iure, por cuanto en primer término no existen hechos controvertidos que ameriten un dispendio judicial, y por otro lado, conforme Carta Documento de fecha 16 de mayo de 2008, CFD Nº 945605222, este Tribunal procedió a informar al CPN Carlos D. Sánchez los autos, fueron remitidos a la Contaduría General de la Provincia, a efectos la continuación del trámite (sic)." (confr. fs. 49 vta.).- 

Asimismo estima que ".debe rechazarse la demanda, por cuanto no se encuentra agotada la vía administrativa. y conforme surge de las actuaciones administrativas, este Tribunal de Cuenta [sic], procedió a despacho favorable al requerimiento del actor, dando intervención a la Dirección Provincial de Recursos Humanos y la Contaduría General de la Provincia, a efectos de dar continuidad al trámite que se propiciaba. Con lo cual, erróneamente puede el actor pretender dar curso a la instancia judicial bajo el aparo [sic] de este trámite, cuando en verdad no existen hechos controvertidos, y más aún teniendo en cuenta que se dio respuesta favorable a su reclamo." (confr. fs. 49 vta./50). Sobre la base de tal criterio afirma que ".el actor, esta en pleno conocimiento del proceso administrativo y no es viable que éste desconozca la existencia de los trámites administrativos que deben realizar inexorablemente para lograr el pago de la liquidación que se reclama, y que son objeto de esta demanda." (confr.fs. 50), desarrollando seguidamente una descripción sobre el intercambio epistolar, para concluir que ".debe rechazarse en todos sus términos la demanda entablada por no encontrarse agotada la vía administrativa y por ausencia de requerimiento que ameriten la vía judicial." (confr. fs. 50 vta.); toda vez que ".El Art. 9 exige como requisito de admisibilidad de las acciones judiciales "la reclamación administrativa previa para la obtención de una decisión posteriormente impugnable"; pues bien, la decisión administrativa frente al reclamo del accionado, se encuentra firme y en sentido positivo a su pretensión, no existiendo en consecuencia hechos controvertidos en la presente acción." (confr. fs. 50 vta.).- 

En síntesis, la parte demandada, solicita el rechazo de la demanda incoada por ".carecer de requisitos procesales de admisibilidad que tornan inviable la habilitación de la instancia judicial. Con expresa imposición de costas." (confr. fs. 51 vta.).- 

A fs. 56, toma debida intervención el Señor Fiscal ante este Tribunal Superior de Justicia, quien considera que ".la vía contenciosa administrativa no es la adecuada para el cobro de la liquidación final de sus haberes, debiéndose en consecuencia declarar inadmisible la demanda instaurada.". Arriba a esa conclusión luego de ".detectar que hubo resolución favorable al reclamo formulado por el actor encontrándose su liquidación final en el departamento de Sueldo y Ajustes de la Contaduría General de la Provincia." (confr. fs. 56).- 

II.- Que llegan las presentes actuaciones al Acuerdo, con la finalidad de expedirse sobre si la vía judicial se encuentra formalmente habilitada y corresponde la declaración de admisibilidad o, por el contrario, se impone la declaración de inadmisibilidad.- 

Que, surge de los términos del escrito de iniciación de los presentes autos y de las constancias de las actuaciones administrativas, que el actor peticiona se le abone la liquidación final de sus haberes por parte del Tribunal de Cuentas, relatando que el organismo demandado ".procede a confeccionar la suplementaria por la cual se realiza la ‘liquidación final’ que le corresponde percibir al Sr.Sánchez . Dicha ‘liquidación final’ es confeccionada conjuntamente por el Director de Recursos Humanos. Directora de Tesorería. y Director General de Administración ., consignando como suma ‘líquida’ a cobrar por el actor $ 89.749,26."(confr. fs. 26 vta.), agregando que dicha liquidación final ".es objeto de reclamo por la presente acción." (confr. fs. cit.).- 

En relación al objeto de la presente demanda, y en virtud de ponerse a disposición de la actora las actuaciones administrativas, la misma peticiona que ".en oportunidad de hacer lugar a la demanda deducida, condenando al Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz por ilegitimidad en la denegación al pago de la liquidación final como se solicita, sea también con más sus intereses moratorios." (conf. fs. 42).- 

En este sentido debemos tener en cuenta tanto la nota enviada por el actor a la Presidenta del Tribunal de Cuentas el 18 de marzo de 2008 (conf. fs. 18) como la carta documento del 2 de mayo de 2008 (conf. fs. 22). En la primera requiere ".se me abone la liquidación final." y que ".disponga del abono de las sumas adeudadas."; en tanto que por la carta documento mencionada peticiona que ".se me proceda a abonar la liquidación final.". En ambas presentaciones, el actor solicita el pago de la suma correspondiente a la liquidación final.- 

Que en el escrito de contestación de demanda, el Tribunal de Cuentas explica que ha emitido ".resolución favorable al reclamo formulado por el actor." (conf. fs. 49 vta.). Y agrega que ".este Tribunal de Cuentas no es el responsable directo de la tardanzas [sic] en el pago que. fue resuelto favorablemente a favor del accionante." (confr. fs.50 vta.).- 

Que las pretensiones formuladas por el actor en la instancia administrativa y mantenidas en esta sede judicial, son la pauta objetiva del proceso que condicionan los términos del debate.- 

Que, la cuestión a debatir circunscripta a los términos, precedentemente expuestos, de la demanda, exige preliminarmente, verificar si este Tribunal Superior de Justicia se encuentra habilitado para ingresar a su tratamiento dentro del marco de la competencia originaria y exclusiva que le confiere el art. 132 inc. 2° de la Constitución Provincial; para ello, la télesis del sendero que debe abordar la presente resolución debe efectuarse -tal como reiteradamente tiene resuelto este Tribunal en anteriores precedentes- en base a la propia naturaleza de la demanda y con apoyo en los hechos expuestos en la misma, ya que éstos constituyen el sustento de la pretensión que el actor propone a decisión con relación al derecho sustancial reclamado (confr. Tomo IV -Interlocutorio-, Reg. 415 Folio 690/691; y Reg. 416, Folio 692/693; y Fallos 182:398; J.A. t. 64, p.694; L.L. t. 90, p. 517), sin que obste a ello, la determinación o denominación que las partes asignen a la acción instaurada; contribuyendo además para dilucidar la competencia, la circunstancia de que no cabe atenerse a la ley que pueda resultar en definitiva realmente aplicable, sino a la que se invoca como fundamento de la acción entablada (confr. Fallos: 303:1231; íd. 279:95 y este Tribunal Tomo VI, Sentencia, Reg. 221, Folio 1190/1193).- 

III.- Que esto así, en tanto la atribución de competencia por razón de la materia debe -inexorablemente- prevalecer sobre la efectuada en razón del órgano administrativo. En este sentido se ha resuelto que:".Aunque la relación jurídica que une a ambas partes constituya, tanto por su objeto como por las normas a la que está subordinada, un vínculo de empleo público, en el marco de la jurisprudencia vigente en la materia, dicha circunstancia no configura un antecedente que por sí baste, cuando la pretensión se fundamenta en normas laborales, para que el caso sea de la competencia contencioso administrativa (SCBA, B 55233 -I-3-8-93 in re: "Vargas Juan c. Prov. de Bs. As. s. Dem. Cont. Adm.) (confr. TSJ Santa Cruz, Tomo IX, Contencioso Administrativo, Reg. 632, Folio 1770/1772).- 

Por otro lado -y a mayor abundamiento- la valla que demarca el art. 89 del C.P.C.A. Ley N° 2600, en cuanto establece que el fallo del Tribunal deberá limitarse a resolver la cuestión relativa al derecho administrativo conforme lo alegado y probado por las partes, "excluyendo expresamente toda posibilidad de pronunciamiento respecto de derechos reales o civiles" (confr. TSJ Santa. Cruz, Tomo VIII, Contencioso Administrativo, Reg. 527, Folio 1439/1446; ídem. Tomo IX, Contencioso Administrativo, Reg. 626, Folio 1748/1750, ídem. Tomo XII, Contencioso Administrativo, Reg. 793, Folio 2247/2249; entre otros), roza tangencialmente el reclamo del actor, que por su naturaleza, imposibilita también la apertura de esta instancia jurisdiccional.- 

En efecto, es criterio de éste Tribunal que sólo debe decidirse sobre aquello que respecta a la materia contencioso administrativa (confr. TSJ Santa Cruz, Tomo IX, Contencioso Administrativo, Reg.626, Folio 1748/1750). Por lo que no entenderá en aquel proceso que tenga por objeto el cobro de una suma de dinero, como sucede en el caso de autos, ya que su competencia originaria únicamente corresponde a lo que respecta a normas de materia contencioso administrativa, resultando ajena a ella los procesos de contenido patrimonial.- 

Que, a la luz de los fundamentos dados precedentemente, resulta que el actor peticiona que se le abone la liquidación final a la que alude en sus escritos, tanto los presentados en sede judicial como aquellos correspondientes a la administrativa, lo que se traduce en el pago de una suma de dinero, ante lo cual este Tribunal resulta incompetente para entender en los presentes actuados, ya que el objeto de la demanda escapa a su competencia.- 

Que, de las consideraciones expuestas se concluye, que la presente acción no constituye materia contencioso administrativa de conocimiento originario y exclusivo de este Tribunal Superior de Justicia (art. 132º, inc. 2°(ref:le g1300.132) de la Constitución Provincial), debiendo declararse la incompetencia en razón de la materia, con imposición de las costas por su orden, de conformidad a lo prescripto por el art. 90º del C.P.C.A. -Ley N° 2600-, teniendo presente la reserva del caso federal efectuada de fs. 31, punto V, y difiriendo la regulación de honorarios de los letrados intervinientes por el actor hasta tanto den cumplimiento con lo dispuesto por las leyes previsionales y tributarias vigentes.- Así lo voto.- 

Los Dres. Daniel Mauricio Mariani y Paula Ernestina Ludueña Campos adhieren al voto de la Dra. Mercau.- 

Voto en Disidencia del Dr.Peretti: 

I.- Si bien comparto el relato de los hechos de la causa, efectuado por mi colega preopinante, disiento en cuanto a la decisión finalmente adoptada, por las razones que a continuación se exponen; 

II.- Que a los fines de dilucidar la cuestión planteada, es necesario señalar que el articulo 60 del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo prevé un examen formal de admisibilidad que constituye un juicio preliminar tendiente a rechazar "in limine" las demandas que adolecen de ostensible inadmisibilidad formal. 

Del análisis de la pretensión de la demandante y de la vía elegida. surge que la materia a la que se refiere es competencia de este Tribunal, puesto que el reclamo jurisdiccional se sustenta en la imposibilidad de concretar la percepción de la liquidación final del actor al haberse producido el cese en su desempeño como vocal del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz y que, pese a la solicitud formulada en sede administrativa y los pedidos de pronto despacho efectuados, no ha logrado todavía, desde la fecha de la aceptación de su renuncia al cargo (01/12/2007) por decreto N° 4009/07 hasta la actualidad, alcanzar la concreción del derecho subjetivo que le asiste; cual es el de percibir la liquidación final correspondiente al cese de su actividad laboral.- 

En su defensa, la demandada pregona el rechazo de la demanda, por considerar que la vía judicial no se encuentra habilitada ante la ausencia de un acto administrativo denegatorio expreso al requerimiento del actor, y por inexistencia de hechos controvertidos que justifiquen la actividad jurisdiccional. Además plantea la falta de agotamiento de la vía administrativa.- 

Que en mérito a lo expuesto, corresponde precisar preliminarmente la télesis del sendero que debe abordar la presente resolución a la luz de los argumentos expuestos a fs. 49/52.Es en este andarivel, que el núcleo primigenio del cual debe partir la elucidación del caso sub examine, lo constituye la conceptualización de los requisitos de admisibilidad y los de procedencia como sistema vertebrado normativo del cual debe sostenerse aquélla y, a partir de su encuadramiento, la resolución en derecho de lo propuesto. Partiendo entonces de la tesitura expuesta, pueden advertirse dos conceptos radicalmente distintos que conviene distinguir, pues si bien la falta de cualquiera de estos requisitos puede producir en definitiva el rechazo de la acción, se trata de cuestiones diversas que son esencialmente diferentes. Los requisitos formales encuadrados dentro del cuerpo legal del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo -art. 60°-, hacen a la admisibilidad y atañen al cumplimiento de los trámites adjetivos -esto es, apuntan a los aspectos formales referentes a los modos procesales por medio de los cuales debe ejercerse la pretensión- (en sentido análogo confr. TSJ Santa Cruz, Tomo XI, Contencioso Administrativo, Reg. 745, Folio 2102/2103), mientras que los de procedencia o de fondo, se refieren a las condiciones sustanciales y a la fundabilidad de la acción -es decir, a la existencia misma del derecho- cuya falta origina la improcedencia.- 

Que, desde este particular cuadrante y atendiendo el planteamiento expuesto en el escrito de contestación de la demanda, corresponde señalar que los requisitos de admisibilidad y procedencia de la acción deben establecerse y comprobarse a la luz de los hechos expuestos en la acción impetrada ya que constituyen el sustento fáctico de la pretensión que el actor propone a decisión de la justicia con directa relación al derecho sustancial por el que se reclama (confr. TSJ Santa Cruz, Tomo III, Interlocutorio, Reg.90, Folio 315/316) esto es, los fundamentos del escrito interpuesto, permitirán acceder a la posibilidad cognoscitiva de los presupuestos fácticos inherentes a su estudio.- 

En este orden de ideas y tomando por centro de estudio las condiciones supra consideradas, se advierte que las fundamentaciones brindadas por el demandado hallan su quicio en formulaciones que hacen a las cuestiones de fondo de la acción impetrada y no en el requerimiento formal que establece el Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo. A ello debe adunársele -ante la duda- el principio de aplicación restrictiva de los supuestos del articulo 61 del Código Citado, en el sentido más favorable a la efectividad del derecho al pronunciamiento sobre el fondo de la pretensión como contenido natural del derecho a la tutela judicial efectiva en el ejercicio de los derechos e intereses legitimes y a la eficiencia de la función jurisdiccional de control de legalidad de la actuación administrativa. Todo ello, obvio es destacarlo, sin mengua del pertinente análisis y consideración que merecerá el argumento en el estadio procesal oportuno de la sentencia definitiva (confr. TSJ Santa cruz, Tomo XI, Reg. 747, Folio 2108/2109).- 

En los presentes autos, es dable señalar que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5°, 8° y concordantes del Código de Procedimiento en Contencioso Administrativo, procede la vía administrativa frente al silencio de la administración, circunstancia que se encuentra palmariamente acreditada a la luz de las constancias obrantes a fs. 21 del expediente administrativo n° 109.827/2007 donde formalizó el accionante un pedido de pronto despacho que no tuvo por parte de la administración respuesta alguna en el plazo fijado por el artículo 10 de la ley N° 1260 de Procedimiento Administrativo.- 

En efecto surge de las constancias obrantes en autos que el actor el 9 de diciembre de 2008, remite carta documento al Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz, intimando ".nuevamente hacer efectiva dicha liquidación final." (confr. fs.25). Desde allí es donde debe computase el plazo de noventa (90) días establecido a través del artículo 8 del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo, a los efectos del silencio de la administración, y a partir del vencimiento del término señalado, comienzan a correr los otros noventa (90) días previstos en el artículo 23 del mismo cuerpo legal, como caducidad de la acción. Luego, entre el 9 de diciembre de 2008 y la fecha de promoción de la demanda, el 14 de agosto de 2009, no se alcanza a cumplimentar el plazo máximo de ciento ochenta (180) días correspondiente a la sumatoria de los términos fijados en los artículos 8 y 23, antes consignados.- 

Que atento lo expuesto precedentemente, surge que se encuentran reunidos en autos los requisitos formales en cuanto a: a) agotamiento de la vía administrativa (art. 5 y ss del CPCA), b) denegación expresa o tácita (art. 5 y 8 del cit. cuerpo legal), c) interposición de la demanda dentro del plazo legal (arts. 23, 40 inc. ‘b’ y 47 de cit. cuerpo legal); y que "prima facie" no advierte una patente inadmisibilidad, por lo que corresponde disentir con la postura sostenida por el Sr. Agente Fiscal y por la Vocal preopinante; debiendo continuarse con la tramitación de los presentes a fin de dilucidar la procedencia o no de la cuestión contenciosa administrativa planteada.- 

III.- Que, conforme lo puntualizado en el considerando anterior y analizadas preliminarmente las condiciones de admisibilidad de la acción articulada y materia de la litis, corresponde declarar formalmente admisible la demanda presentada a fs. 26/31.- Así lo voto.- 

La Dra. Clara Salazar, adhiere al voto del Dr. Peretti.- 

Que, por todo ello, el voto mayoritario y concordante de los Sres. Vocales, Dres. Daniel Mauricio Mariani, Alicia de los Ángeles Mercau y Paula Ernestina Ludueña Campos, con el voto en disidencia de los Dres. Clara Salazar y Enrique Osvaldo Peretti; y oído que fue el Sr. Agente Fiscal, el Excmo.Tribunal Superior de Justicia; 

RESUELVE: 

1º) Declarar formalmente inadmisible la demanda contencioso administrativa interpuesta por el Sr. Carlos Domingo Sánchez a fs. 26/31 contra el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz, en mérito a los fundamentos expuestos.- 

2º) Imponer las costas por su orden.- 

3º) Tener presente la reserva del caso federal.- 

4º) Diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes -por la actora- hasta tanto den cumplimiento con lo dispuesto por las leyes previsionales y tributarias vigentes.- 

5º) Regístrese y Notifíquese. Devuélvanse las actuaciones administrativas reservadas en Secretaría, a cuyos efectos, ofíciese.- Oportunamente, archívense los presentes autos. 

Fdo: Dra. Clara Salazar -Presidente-, Dr. Daniel Mauricio Mariani -Vocal-, Dr. Enrique Osvaldo Peretti -Vocal- Dra. Alicia de los Ángeles Mercau -Vocal-, Dra. Paula Ernestina Ludueña Campos -Vocal-.- 
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